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DE LA GLORIOSA REVOLUCIÓN 
AL DESASTRE DEL 98
Mariano Peset y Yolanda Blasco Gil

En 1868 se pronunció el general Juan Prim y como siempre hubo levantamientos en 
distintas ciudades, de los progresistas, los demócratas y los republicanos –fue bauti-
zada como la «gloriosa revolución», a semejanza de la inglesa del siglo xvii–. Como 
en tantas ocasiones anteriores el ejército interviene para cambiar gobiernos –como 
después Primo de Rivera y Franco en el pasado siglo–. 

Dos años antes, por el pacto de Ostende, el general Prim y otros altos militares ha-
bían llegado a un acuerdo con políticos exiliados para derrocar a Isabel II y poner fin al 
gobierno unionista de O’Donell, al que sucedió el moderado Narváez –ambos generales, 
adictos a la reina murieron aquel mismo año 68–. Una grave crisis económica había 
provocado un amplio descontento popular... Primero se instauró una nueva dinastía 
con Amadeo I de Saboya; pero cuando llega a España el general Prim, su mayor valedor, 
había sido asesinado. Un año más tarde abdica y se proclama la primera república. Walt 
Whitman en sus versos «Spain 1873-1874» en Leaves of Grass expresó su esperanza, 
mientras la guerra francoprusiana ensangrentaba los campos de Europa: ¡España! sales 
de entre pesadas nubes de ruinas feudales y esqueletos de reyes, de los escombros de 
Europa –catedrales y palacios devastados, tumbas de clérigos–. Aparecen frescos rasgos 
de libertad, tu faz inmortal... ¿Volverán a cerrarse las nubes sobre ti? La primera repú-
blica duró once meses, hasta el golpe militar del general Pavía, que allanó el congreso 
de diputados el 3 de enero de 1974. Se formó un gobierno provisional presidido por el 
general Serrano, duque de la Torre. Fueron etapas difíciles, de graves enfrentamientos; 
la exclusión de los moderados no permitió consolidar aquella situación nueva. 

A Valencia la noticia de la victoria de Prim contra las tropas reales en Alcolea, el 
29 de septiembre de 1868, llegó dos días más tarde. De inmediato se constituyó una 
junta revolucionaria, presidida por Peris y Valero. Una de sus primeras decisiones fue 
nombrar rector de la universidad a Eduardo Pérez Pujol, hombre de talante progre-
sista y abierto, vinculado al grupo krausista. Vicente Noguera, marqués de Cáceres, 
moderado, había renunciado poco antes. En la universidad central fue designado el 
rector otro krausista, Fernando de Castro. 

Se iniciaron reformas y proyectos. Se restableció la sección de historia en la fa-
cultad de letras –suprimida por Manuel Orovio en 1867–; antes, solo se impartía los 
primeros años de esta carrera que cursaban también los alumnos de derecho. En la 
facultad de ciencias, una sección de exactas, también una facultad de farmacia. Se in-
troduce el doctorado en todas las facultades universitarias –se intentó remediar la gran 
lacra del doctorado exclusivo en Madrid–. En nuestra facultad se nombraron profesores 
para impartirlo: José María Llopis Domínguez, Vicente Gadea Orozco, Fernando León 
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de Olarieta, José María Ros Biosca 
y Ezequiel Zamora; pensaron abrir 
una escuela de notariado... También 
se crea la escuela industrial de arte-
sanos y las de ingenieros agrónomos 
y de arquitectura. Aunque de todos 
estos proyectos pocos llegaron a ser 
realidad. No fue fácil el rectorado 
para Pérez Pujol, que dedicó toda su 
energía a reconstituir las facultades 
recién mutiladas, «sin más auxilio 
que el de sus propias fuerzas y la 
benevolencia del Gobierno provi-
sional», según escribía al rector de 
Madrid.

El 17 de septiembre de 1871 or-
ganizó en el paraninfo un debate con 
participación de tres miembros de la 
asociación internacional de trabaja-
dores (ait), que se encontraban en la 
ciudad. El ambiente estaba caldeado: 
las huelgas, la formación de la liga 
de propietarios, las embestidas de la 

prensa conservadora contra el naciente socialismo, los sucesos de la comuna de París... 
Ante un público variado, con asistencia de numerosos obreros, el rector se mostró 
partidario de conciliar el capital y el trabajo; alabó los logros de la revolución –las liber-
tades–, aunque quedaba mucho por hacer en instrucción y para que el obrero lograra 
algún acceso al capital. Fue duro el enfrentamiento entre Moreno Villena, catedrático de 
economía política en derecho, y Francisco Mora, secretario general de la ait en España. 
El profesor defendió el salario y la propiedad, propugnando el trabajo, el ahorro y la 
virtud como los únicos medios de que disponía el obrero para mejorar su condición. 
Mientras su contrincante calificó de «ladrones» a los poseedores del capital y aconsejó 
a los trabajadores que no se fiaran sino de quienes compartían su misma condición.

La repercusión del debate fue amplia. A principios de octubre, las cortes debatían 
sobre la «cuestión social», y el diputado conservador Jove y Hevia aludía a la reunión 
en el paraninfo valenciano:

Y España presenciaba con escándalo que la Universidad literaria de Valencia fuese profa-
nada, admitiendo en sus aulas tales sectarios y permitiendo que tales blasfemias resonasen 
bajo su bóveda; y que allí, en aquel recinto, en donde se enseñaba el Derecho que viene 
rigiendo al mundo desde que la civilización existe, se alzaran voces para condenar todo 
derecho; y que allí donde se enseñaba el Derecho político, que constituye el principal 
adelantamiento de las sociedades modernas, se negase la noción de todo Gobierno..., y 
allí donde se enseñaba la gran ciencia que ilustró nuestro Flórez Estrada, se condenase 
el capital ..., y allí donde se había oído la voz de la reina de las ciencias, de la teología 
católica, se negase la existencia de toda religión...

• Juan Prim y Prats, marqués de los Castillejos
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El escándalo indujo a Pérez Pujol a presentar la dimisión. Un grupo de estudian-
tes se manifestó el 13 de octubre en las escuelas, dando vivas al rector y pidiendo su 
continuidad; les comunica que su renuncia no ha sido aceptada, por lo que no hay 
motivo para alborotos. Algunos siguen la algarada por las calles cercanas... Dos me-
ses después se produjo otro tumulto para adelantar las vacaciones de Navidad, con 
incidentes de cierta gravedad, que motivaron duras sanciones, pérdidas de curso y 
alguna expulsión... Esta vez los estudiantes se congregaron ante el gobierno civil para 
pedir la dimisión del rector.

Revolución y enseñanza universitaria

El 21 de octubre de 1868 un decreto del ministro de fomento Ruiz Zorrilla exponía 
los nuevos principios de la instrucción pública, la libertad de enseñanza para poder 
fundar escuelas y universidades: «Cuanto mayor sea el número de los que enseñen –
afirmaba en el preámbulo–, mayor será también el de las verdades que se propaguen, 
el de las inteligencias que se cultiven...». Los individuos pueden enseñar el error, pero 
también el estado es falible; contra la falsedad se alzarán cien voces para combatirla, 
porque «cuando la enseñanza es libre, la verdad se apodera pronto de las inteligencias, 
porque la fuerza no decide lo que está sometido al tribunal de la razón...». Ocurrirá 
como en la industria, la libre competencia impulsará las ideas, hará innecesaria la in-
tervención del estado, el ideal último 
sería suprimir la enseñanza pública... 
Quería libertad en el ejercicio de las 
profesiones, libertad de cátedra en la 
doctrina, en los métodos y programas, 
libertad de los alumnos de asistir o no 
a clase, de estudiar con quienes gusten, 
con examen ante tribunales en los cen-
tros docentes del estado –crea la ense-
ñanza libre, sin asistencia a las clases–.

El krausista Fernando de Castro, 
rector de la central, apoyaba la libertad 
en el discurso de apertura de aquel año: 
«Hace diecinueve siglos lo proclamó la 
divina Sabiduría: Solo la verdad os hará 
libres (Evangelio de San Mateo, capítu-
lo XII, versículo 32). Tal es el lema de 
la nueva enseñanza, del nuevo dere-
cho, de la nueva vida». En el paranin-
fo se había sustituido el retrato de la 
reina por las palabras, veritas liberabit 
vos. Castro remitió una circular a los 
demás rectores con expresión de los 
nuevos anhelos; Pérez Pujol repartió • Manuel Ruiz Zorrilla
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ejemplares entre los profesores y convocó un claustro el 14 de enero para mostrar su 
coincidencia, la universidad debe ser una «sociedad real fundamental que enseñe, pro-
pague y aplique a los hechos la ciencia, de concierto con el orden del mundo y de la 
historia». Es hora ya de que España enaltezca la ciencia y alcance su perdida personalidad 
científica. «La patria de Luis Vives no podía menos de saludar con júbilo la aurora de 
nuestro renacimiento filosófico». 

Fernando de Castro, en su afán por extender la instrucción al pueblo, organizó 
en varios centros enseñanzas de matemáticas, lectura y escritura destinadas a las clases 
populares. Incluso conferencias dominicales para mujeres, sobre baile y feminismo, 
matrimonio, librecambismo y religión. En Valencia, Pérez Pujol impulsó una escuela 
de comercio para señoras en la sociedad económica de amigos del país. Por aquellas 
fechas, como si contestase a tanto optimismo, Fernando Garrido, uno de nuestros 
primeros socialistas, en su Historia de las clases trabajadoras (1870), hacía ver que la 
instrucción había sido un feudo, un privilegio de las clases medias, que mediante el 
diploma, a fuerza de oro y tiempo, adquieren más poder. La educación no salva a la 
clase trabajadora, más bien le produce un sentimiento de desdicha, aunque podría 
abrirle los ojos para romper las cadenas que la oprimen... También Rico y Sinobas, en 
el discurso de apertura de Madrid en 1870, se mostraba reticente, más conservador: «No 
os confunda el grito de libertad de enseñanza, ... puede ser un simple deseo»; temía 
que, aunque se reorganice la administración, la enseñanza quedase relegada al olvido... 

Ruiz Zorrilla derogó la legislación de Orovio, volviendo a las normas de Moya-
no. Suprimió el consejo de instrucción pública –el general Serrano lo restableció–, y 
procuró otorgar cierta autonomía a los rectores y a los claustros. Los rectores serían 
siempre catedráticos, incluso en algún proyecto se prevé su elección por el claustro, o 
que las oposiciones se convocarían en la universidad de la vacante, ante un tribunal 
formado por el decano, cuatro catedráticos de la misma asignatura y otros tantos 
profesores, nombrados por el rector de acuerdo con el claustro. Giner de los Ríos de-
ploraba el sistema de oposición, al que calificaba de «ideal del entendimiento abstracto 
de China; pero que visto por fuera, parece aún a muchos el summum de democracia y 
de impersonalidad en la provisión de cargos»; más bien era herencia de «la tradición 
escolástica de la iglesia y reacción, más o menos ingenua, contra el favoritismo que 
pudría, y pudre aún, las entrañas de nuestra vida pública...».

Al aprobarse la constitución de 1869 se exigió a los catedráticos que la jurasen. El 
canonista Vicente de la Fuente y otros pretendieron hacerlo con alguna salvedad, por 
motivos religiosos. No olvidemos el Syllabus (1864) de Pío IX frente a la soberanía del 
pueblo, que mantenía la vieja idea de una soberanía originaria, recibida de Dios –per 
Me Reges regnant...–. Condenaba, entre otras, la siguiente proposición: «lxxx. El roma-
no pontífice puede y debe reconciliarse y transigir con el progreso, con el liberalismo 
y con la civilización moderna». Pero Roma les permitió el juramento constitucional 
y casi todos, incluido el canonista e historiador de nuestras universidades, juraron. 
Los que no, fueron expulsados y luego readmitidos por la república... Poco después, 
Lázaro Bardón, el nuevo rector de Madrid, suspendía a algunos profesores krausistas 
de filosofía y letras por no haber presentado un informe sobre cátedras de sánscrito y 
de historia crítica de la literatura española; también pudo remediarse...

Hubo algunos proyectos de ley sobre universidades de Ruiz Zorrilla y de Eduardo 
Chao, que no llegaron a buen puerto. Había sensación de desorden, de caos... La época 
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fue ensombrecida al proclamarse 
los cantones por los federales in-
transigentes y por el levantamiento 
carlista –aunque lejana, la primera 
guerra de independencia de Cuba–. 

Proclamada la república el 11 
de febrero de 1873, el 14 de julio 
en las calles de Valencia se fija un 
anuncio, «Hoy se proclama el Can-
tón». Tras varios días de tira y afloja 
entre las autoridades, el 19, a las 
11 de la mañana, en el paraninfo 
de la universidad se reúnen repre-
sentantes de oficiales y soldados de 
la milicia y se constituye la junta 
revolucionaria del cantón. Estaba 
integrada por personas de todas 
las clases; al rector Pérez Pujol, en 
representación del profesorado, le 
fue asignada la cartera de fomen-
to. La radicalización de algunos 
miembros de la junta, y la cercanía 
de las tropas del general Martínez 
Campos, provocaron dimisiones; 
Pérez Pujol abandonó a un mismo 
tiempo la junta y el rectorado. A 
principios de agosto, y tras un intenso bombardeo, se rinde el cantón. Los más seña-
lados embarcaron hacia el exilio, mientras entraba en la ciudad el general monárquico 
acompañado por el gobernador civil. No hubo grave represión, pero el exrector fue 
encarcelado en las torres de Serranos. La ciudad se movilizó para obtener su libertad, 
lograda días después. Se reunió un claustro extraordinario el día 23, para pedir al go-
bierno que fuese repuesto en el rectorado, pero no se consiguió: le sustituyó Manuel 
Bartolomé Tarrasa Romans, catedrático de derecho romano. 

En octubre, en el discurso de apertura de curso, Francisco de Paula Campà, cate-
drático de medicina, peroraba con más retórica que la usual en aquellos actos:

¡Aciagos días para la Ciencia son los que atravesamos, y desdichada ocasión para ocuparnos 
en festividades literarias, esta época de nuestra historia escrita con lágrimas y que leerán 
con horror las generaciones venideras! Lacerado el corazón por los males de la Patria; 
abatido el espíritu al contemplar este hermoso suelo español regado con la sangre de sus 
hijos, derramada en impía y fratricida guerra... ¿cómo es posible que pueda la inteligencia 
abismarse en las meditaciones científicas, cómo puede fijarse siquiera la vista en las páginas 
de un libro, si los ojos se velan temblorosa y vacilante como la de un enfermo próximo 
a morir de consunción?

• La plaza de la Almoina durante el Cantón, 1873
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El químico Montells y Nadal, rector de Granada, reflejaría también la situación:

La Nación se halla en grave agitación, el espíritu liberal fraccionado, y los hombres im-
portantes del gran partido en abierta rivalidad, suscitada por pequeñas personalidades. 
La enseñanza pública en todas sus esferas sin brújula para orientarse, en vano busca el 
derrotero que esté en armonía con las necesidades del país... ¿Cuál será el desenlace de 
semejante confusión? Difícil y aventurado sería indicarlo. La Divina Providencia despierte 
en todos el sacrosanto sentimiento del patriotismo, para que aunándose y compactándose 
los buenos liberales puedan salvar de la borrasca a la vacilante nave del Estado, agitada 
por el tempestuoso mar de las reacciones políticas, siempre intransigentes y vengativas.

En el último periodo, el gobierno provisional de Serrano reguló la enseñanza por 
el decreto ley de 29 de julio de 1874. La distribuía entre establecimientos públicos y 
privados o en el hogar doméstico. Serían públicos los financiados por el presupuesto 
del estado, y competía al gobierno dictar los planes, programas y reglamentos, así 
como nombrar a sus directores, profesores y empleados. Los privados dependen de 
fondos particulares, y el gobierno se reserva la inspección sobre la moral y las buenas 
costumbres. La enseñanza doméstica es la que reciben los alumnos en su casa, y no 
está sometida a inspección. Los reglamentos determinarían la validez de los distintos 
estudios; en el ámbito universitario se exigirían exámenes y grados ante los catedrá-
ticos de las facultades...

• Orla de 1875-1876
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La restauración monárquica 

El último día de 1874 el general Martínez Campos se pronuncia en Sagunto y restaura 
a los Borbones en la persona de Alfonso XII. Antonio Cánovas del Castillo, que dirigía 
el esfuerzo e intrigas para restaurar la dinastía, no deseaba la vía militar pero tuvo que 
conformarse. Presidió el nuevo gobierno, y pactó con los liberales de Mateo Sagasta un 
turno en el poder. Como las elecciones –todavía por voto censitario– no eran fiables 
por su manipulación, se alternarían en el gobierno, sin pronunciamientos militares 
ni juntas locales para lograr el cambio de gobierno. Preparó la constitución de 1876 
en cortes constituyentes, que por excepción se eligieron por sufragio universal, como 
se había hecho para la de 1869. El sufragio universal –sin voto de las mujeres– no 
se lograría hasta 1890, aunque siguió lastrado de caciquismo y corrupción electoral. 
En la constitución alfonsina cada universidad designaba un senador, elegido por los 
doctores, catedráticos o no...

Cánovas designó ministro de fomento –encargado de la instrucción pública– al 
marqués de Orovio, último ministro de Isabel II, quien en 1865 había decretado la des-
titución de Emilio Castelar y otros profesores –la llamada primera cuestión universitaria, 
la noche de San Daniel–. Durante los años del sexenio revolucionario, según Giner de 
los Ríos, la universidad había cobrado cierta vida interior, más científica y con mayor re-
lación entre sus componentes, a la vez que más abierta a la sociedad. Con la restauración 
todo se apaga, escasean las reuniones de los claustros, las asociaciones de alumnos, las 
clases para adultos y obreros, las conferencias públicas... La libertad de cátedra se reduce 
al mínimo, los profesores que resisten son separados, incluso desterrados. El gobierno 
suprime atribuciones a claustros y juntas, interviene los programas y manuales. En las 
oposiciones el ministerio a veces designa a los segundos, y aun terceros, de la terna 
propuesta por el tribunal, pretextando ideas 
radicales de los propuestos en primer lugar. 
El ministro Albareda, del gobierno Sagasta 
de 1881, suprimió la terna y dio oportuni-
dad a los que habían sido preteridos.

El marqués de Orovio en 26 de febrero 
de 1875 acuerda unos decretos en consejo 
de ministros que enmarcan la nueva situa-
ción. Deroga los cambios revolucionarios, 
vuelve a la ley Moyano y su reglamento, 
aunque acepta las reformas del gobierno 
de Serrano, la enseñanza libre y la reposi-
ción del consejo de instrucción pública. 
Volvió al control rígido y la dependencia 
del ministerio, dictó normas sobre discipli-
na y orden, suprimió la libertad de textos y 
programas... El ministro siguiente, Toreno, 
publicó el reglamento de aquel consejo 
burocrático y centralizador. 

Orovio quiso proteger la religión 
y el trono. Provocó la segunda cuestión • Francisco Giner de los Ríos
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universitaria, al exigir a los profesores que presentasen programas y no explicasen «otras 
doctrinas religiosas que no fueran las del estado». Temía la enseñanza de Darwin que 
impartía Augusto González Linares en Santiago de Compostela. Giner de los Ríos y un 
numeroso grupo de krausistas fueron destituidos por no someterse a aquella limitación 
de su libertad, y fundaron la Institución libre de enseñanza, centro de estudios para-
lelo, que cohesiona el grupo –no serían repuestos en sus cátedras hasta el ministerio 
de Albareda–. En aquellos años se produce también la segunda polémica de la ciencia 
española. La primera en la ilustración fue una defensa de algunos eruditos frente al 
ataque de Masson de Morvilliers contra España; ahora el debate es entre catedráticos 
españoles de distinto talante, que, aireado en la prensa, alcanza difusión... El joven 
integrista Menéndez Pelayo se enfrenta a Manuel de la Revilla, Gumersindo de Azcárate 
y otros. En todo caso, simboliza dos posiciones entre los profesores e intelectuales 
que abren distancias y enconos. En Valencia Pérez Pujol expresó su disgusto contra la 
política de Orovio, hubo alguna sanción; en acta del consejo universitario de 16 de 
octubre de 1875 se trató del expediente formado a Eduardo Soler Pérez, catedrático de 
la facultad de derecho, para determinar si sus doctrinas se ajustaban a los principios 
establecidos; convencido krausista fue separado, y estuvo dando clases en la institución 
libre hasta su reposición. 

También acabó Orovio con las universidades o escuelas libres, aunque reconoce 
los estudios realizados en ellas durante el sexenio revolucionario, previo examen ante 
tribunales oficiales; incluso los grados bajo determinadas condiciones. El gobierno de 
Sagasta, más generoso, convalidaría los títulos expedidos por los rectores de aquellas 
universidades libres suprimidas –el constante vaivén de la legislación que Unamuno 

• Eduardo Soler Pérez • Rafael Rodríguez de Cepeda
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comparó con el tejer y destejer de Penélope–. En cambio, la enseñanza libre de los 
estudiantes para no asistir a clase se aceptó y reguló por ley 29 de diciembre de 1876, 
mantenida en vigor cuando llega el turno liberal por decreto de 5 de febrero de 1886. 
Es importante el real decreto de 22 de noviembre de 1883 de Germán Gamazo, sobre 
la validez de los estudios privados y nombramiento de vocales para los tribunales de 
exámenes, que declara la validez académica de todos los estudios de la instrucción 
pública, ya pertenezcan a la enseñanza pública o privada que se obtendrá mediante 
iguales pruebas de suficiencia, y conforme a un mismo reglamento de exámenes. Este 
real decreto hace incorporables entre sí y recíprocos todos los estudios aprobados, se 
trate de una u otra enseñanza. Los profesores deben publicar en el programa de la asig-
natura la doctrina de que han de examinar. Por otra parte, los alumnos libres deberán 
contestar a un número doble de lecciones que los oficiales. Por real orden de 16 de 
agosto de 1890 se declararía que los alumnos libres paguen los mismos derechos que 
los oficiales. Serían juzgados por un tribunal compuesto de profesores oficiales y con un 
programa que establecerá cada año la junta, a propuesta del catedrático de la asignatura.

También hubo cambios en la regulación del profesorado. Moyano había diseñado 
una especie de carrera universitaria, con catedráticos supernumerarios por oposición, dos 
por facultad, que podían pasar a numerarios por turno de concurso. Pero Orovio los su-
primió, dejando tan solo auxiliares nombrados por el rector, sin perjuicio de los derechos 
adquiridos. Toreno volvió a reponer la categoría de supernumerarios, aunque cobrando 
menos, pero mantuvo también a los auxiliares, que entrarían por oposición, realizada 
en la misma universidad ante un tribunal formado por el decano y cuatro catedráticos; 
pero sin salario, solo como mérito para acceder por concurso a supernumerario. Con el 
gobierno Sagasta, Gamazo vuelve a la solución de Orovio, solo auxiliares, pero recono-
ciendo los derechos de los supernumerarios y auxiliares existentes. El caos se acentúa 
con dos nuevos cambios: los conservadores admiten que en las oposiciones haya junto 
a los turnos libre de doctores y concurso de numerarios, el tercero para supernumerarios 
y auxiliares; los liberales unifican en una sola categoría de auxiliares numerarios, nom-
brados por el rector, sin limitación de su número, que ya no tienen derecho a acceder a 

• Matrículas y exámenes
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cátedra por concurso, pero admite los de-
rechos adquiridos. Gamazo en su segundo 
ministerio abre de nuevo el derecho a turno 
de concurso a fines de siglo... 

Por lo demás, las oposiciones fueron 
reguladas desde Toreno en el reglamento 
de 1877, y después no hay ministro que 
no las retoque, sobre todo la composición 
del tribunal, en que hicieron todas las va-
riaciones posibles... Un caos, una solución 
cambiante, que cada ministro reforma a su 
gusto. Y aquel tejer y destejer sobre selec-
ción y clases de profesorado no ha cesado, 
hasta hoy, aunque se haya reconocido en 
la constitución la autonomía. 

Todo este galimatías ministerial aso-
ma en las escuetas actas de la facultad de 
Valencia que se conservan, con nombra-
mientos y concursos para auxiliares que 
inician su carrera, los más no llegan a la 

cátedra. Informes para los que se presentan a oposición en Madrid... Conceden premios 
a alumnos o tratan cuestiones de disciplina o adaptan nuevos planes... Sobre todo 
están repletas de órdenes de la dirección general sobre los más nimios detalles... En 
alguna ocasión la junta designa representantes para un congreso: el 5 de noviembre 
de 1886 para el congreso jurídico de Madrid a Rafael Rodríguez de Cepeda y Marqués, 
decano, y a Eduardo Soler Pérez. 

Tan solo de vez en cuando el ministro se acuerda de consultar algún proyecto de 
ley a las facultades. En 1881 informan sobre la ley de enjuiciamiento civil y contestan 
que debe mantenerse la unificación de fueros y la unidad en la jurisdicción civil; orga-
nizar la jurisdicción mercantil por un jurado de comerciantes para los hechos y el juez 
de primera instancia para aportar el derecho, extendiendo después el jurado a otros 
sectores... Y de nuevo en 1894 se les pide opinión para la reforma de la ley orgánica del 
poder judicial y la de enjuiciamiento civil –que no se llega a cambiar–. Se debatió en 
varias juntas, fue nombrada una comisión, que debía resolver las siguientes cuestiones: 

1º ¿Debe un mismo juez o tribunal instruir y fallar los juicios orales? 2º ¿Deben estos 
decidirse en única instancia? 3º ¿Es admisible la publicación del voto de los magistrados en 
las resoluciones orales? 4º ¿En los negocios de índole mercantil conviene la intervención 
de asesores especiales? 5º ¿Se estima aceptable el procedimiento actual en cuanto a los 
escritos de demanda, contestación, réplica, o es necesidad suprimir alguno?

El informe, que redactó el auxiliar Roberto Gómez Igual, no se recoge en acta. De 
otras leyes esenciales del periodo, la ley del jurado o de lo contencioso administrativo no 
hay rastro de consulta, no se le antojó al ministro dirigirse a las facultades de derecho. Hoy 
para elaborar las leyes no son consultadas las facultades: basta contar con algún catedrático 
afiliado al partido, o bien otras personas cercanas al ministro, a las que llaman «expertos».

• Antonio Rodríguez de Cepeda
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Los planes de estudios

Era otro punto que agradaba cambiar a los ministros –como hoy, como siempre–. 
Cada uno de ellos procuraba dejar su huella en las asignaturas de la carrera, o en las 
oposiciones y arreglo del profesorado. A veces tratan de renovar e introducir nuevas 
materias, las más se limitan a ordenarlas de modo distinto... Alargan o acortan la 
carrera, que entonces duraba unos cinco o seis años, más otro de doctorado. 

En este periodo empieza Fermín Lasala con un plan que abarcaba todas las fa-
cultades. En derecho establecía la siguiente ordenación:

Plan de Lasala, 1880

Grupo Derecho civil y canónico Derecho administrativo

Asignaturas Asignaturas

1º Historia universal –primer curso–
Literatura general
Prolegómenos del derecho, historia y 

elementos del derecho romano –pri-
mer curso–

Historia universal –primer curso–
Literatura general
Nociones de derecho civil mercantil 

y penal de España

2º Historia universal –segundo curso–
Literatura griega y latina
Elementos de derecho romano -segun-

do curso-
Economía política y estadística

Historia universal –segundo curso–
Literatura griega y latina
Derecho político y administrativo 

español
Economía política y estadística

3º Derecho civil español –primer curso–
Derecho político y administrativo
Derecho canónico
Literatura española

Literatura española
Instituciones de hacienda pública en 

España
Derecho político comparado

4º Derecho civil español –segundo curso–
Disciplina eclesiástica

5º Derecho mercantil y penal
Teoría de los procedimientos judicia-

les de España y práctica forense

Licenciatura Licenciatura

Filosofía del derecho y derecho inter-
nacional público

Historia general del derecho
Historia eclesiástica, concilios y colec-

ciones canónicas

Filosofía del derecho y derecho in-
ternacional público

Historia y examen crítico de los prin-
cipales tratados de España con otras 
potencias

Doctorado Doctorado

No innova demasiado, rompe los viejos ciclos de introducción y ampliación que 
correspondían a los grados de bachiller y licenciatura. La revolución había extinguido 
el bachiller en las facultades –aparte había suprimido la de teología–. Mantiene las 
dos especialidades del anterior plan de Corvera, unidos derecho civil y canónico, y 
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otra de derecho administrativo, que solo establece en Madrid y Barcelona. Organiza 
en grupos las asignaturas, que serían incompatibles con las del siguiente curso. 

Poco después el ministro Germán Gamazo fija las enseñanzas de la facultad, que 
se mantendrían largo tiempo, aunque con constantes reformas. 

Plan de Gamazo. 1883

Grupo Asignaturas

1º Reseña de las principales transformaciones sociales y políticas de los pueblos 
europeos

Literatura española y nociones de bibliografía y literatura jurídica de España 
Ampliación de la psicología y nociones de ontología y cosmología

2º Economía y estadística 
Principios de derecho natural 
Historia general del derecho español

3º Derecho romano 
Elementos de derecho eclesiástico general y particular de España 
Elementos de hacienda pública

4º Derecho administrativo, político y nociones de lo contencioso -primer curso-
Derecho civil español, común y foral -primer curso-
Derecho penal y procedimiento criminal

5º Derecho civil español, común y foral -segundo curso-
Derecho administrativo, político y nociones de lo contencioso -segundo curso- 
Derecho internacional público

6º Derecho civil español, común y foral -tercer curso- 
Derecho mercantil de España y de las principales naciones de Europa y América
Derecho procesal, civil, canónico y administrativo

7º Derecho internacional privado 
Teoría práctica de redacción de instrumentos públicos y actuaciones judiciales
Asistencia obligatoria a las academias de derecho

Grado de licenciatura

Filosofía del derecho
Historia y examen crítico de los más importantes tratados de España con  

otras potencias
Instituciones civiles y políticas de los principales estados de Europa y América
Derecho público eclesiástico e historia particular de la iglesia española

Grado de doctor

El plan significa mayor cambio, ya que suprime las especialidades o ramas que 
antes ofrecía la carrera. Gamazo afirmaría que con su solución se ahorraba gasto. Para 
no alargar su duración permitía el estudio simultáneo de los dos primeros grupos. 
Habría un examen con tribunal para aprobar éstos, y luego en los restantes decidía 
el profesor... De otra parte, insertaría dentro de las facultades de derecho los estudios 
de notariado, con algunas asignaturas comunes y otras específicas; por vez primera 
desde su origen los notarios se formarían en las aulas universitarias. 
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En Valencia no fue fácil la adapta-
ción de profesores a este plan de estu-
dios. Las actas de 18 de septiembre y 
2 de octubre de 1883 recogen los ajus-
tes. Los profesores de preparatorio de 
la facultad de letras se encontraron con 
asignaturas bastante diferentes, que tu-
vieron que tragar –basta comparar con 
el plan Lasala–. Eduardo Gadea, único 
catedrático de romano, se hizo cargo 
de esta asignatura. Llopis Domínguez, 
de derecho penal y mercantil, optó por 
el primero, aunque había publicado 
apuntes de penal. Juseu explicó dere-
cho eclesiástico. El caso de Eduardo 
Soler es bastante estrafalario: catedrá-
tico de disciplina eclesiástica, se apuntó 
para explicar derecho natural. Mientras 
la hacienda pública el rector Vicente 
Gadea, que presidía la junta, se la en-
dosó a Santamaría de Paredes, porque 
tenía título de licenciado en derecho 
administrativo –o más bien porque no 
estaba presente–. No solía asistir, ocu-
pado en sus asuntos en Madrid, por lo 
que la junta le encargó los dos cursos 
de derecho político y administrativo 
más la hacienda pública. Pero de in-
mediato vino una comunicación de la 
dirección general que obligaba a Soler 
a explicar uno de los cursos de derecho 
político y administrativo. Es curiosa la 
manera de adaptar, como casi siempre 
con coste cero...

También en junta de 1884, pre-
sidida por el rector, se organizó una 
academia teóricopráctica. Presididas cada sección por un catedrático y de secretario un 
auxiliar, desarrollarían ejercicios teóricos y prácticos, los martes y viernes, durante hora 
y media o dos horas. La junta determinará seis temas, que eligen los alumnos, mientras 
el práctico los señala el profesor. Dos alumnos forman extracto de las sesiones. Con 
ocho faltas pierden curso, tenían que obtener certificado de buen comportamiento y 
de participación.

En 1884 se publican dos nuevos planes, el de Sardoal que apenas duraría un mes, 
y el más duradero de Pidal y Mon, que regiría, hasta los proyectos y cambios de Gar-
cía Alix en 1900... Si se compara con el anterior, vemos la nimiedad de los retoques: 
aligera un tanto las materias...

• Vicente Gadea Orozco
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Plan de Pidal y Mon, 1884

Grupos Asignaturas

1º Metafísica
Literatura general española
Historia crítica de España

2º Elementos de derecho natural
Instituciones de derecho romano
Economía política y estadística

3º Historia general del derecho español
Instituciones del derecho canónico
Derecho político y administrativo -primer curso-

4º Derecho civil español, común y foral -primer curso-
Derecho político y administrativo -segundo curso-
Elementos de hacienda pública
Derecho penal

5º Derecho civil español, común y foral -segundo curso-
Derecho mercantil de España y de las principales naciones de Europa y América
Derecho procesal civil, penal, canónico y administrativo  

y teoría y práctica de redacción de instrumentos públicos -primer curso-
Academias de derecho
Derecho internacional público

6º Derecho procesal civil, penal, canónico y administrativo  
y teoría y práctica de redacción de instrumentos públicos -segundo curso-

Academias de derecho
Derecho internacional privado

Los profesores de la facultad

En 1883 Gamazo crea las primeras cátedras de historia general del derecho; tal vez 
quería mostrar la identidad española, un derecho glorioso de los siglos pasados, que 
se iba derogando por los nuevos códigos. Convoca un concurso entre catedráticos para 
cubrirlas y se asigna Valencia a Eduardo Pérez Pujol, de civil, impulsor de la sociedad 
económica de amigos del país. Hasta ahora había publicado informes, discursos 
y conferencias, algunos artículos de mediana ambición. Pero en sus años últimos 
quiso dejar testimonio de su vocación histórica, en los cuatro volúmenes póstumos 
de Historia de las instituciones de la España goda (1896). En tiempos de Franco su obra 
fue mirada con reticencia por los historiadores del derecho oficiales, contrapuesto a 
Eduardo de Hinojosa. Es evidente que el tiempo asola todo, pero además preferían 
a un neo, frente a un liberal, y más siendo de la institución libre de enseñanza. A su 
muerte ocupó la cátedra un tal Francisco Javier Jiménez y Pérez de Vargas, marqués 
de la Merced, que pasó fugazmente por la facultad, permutándola por la de civil de 
Granada, que tenía Juan Antonio Bernabé Herrero, el yerno de Pérez Pujol. De éstos, 
poco puede alabarse... 
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El derecho romano, que había sido el núcleo secular de los estudios de leyes, se 
redujo al mínimo, encomendado a Eduardo Gadea Alera, cuando se jubiló Tarrasa... 
Otra asignatura recién creada fue la filosofía del derecho o derecho natural, que 
pretendía también formar al jurista, como las que se cursaban en el preparatorio de 
filosofía y letras. Aparte cumplía cierta función de adoctrinamiento cristiano o krau-
sista. Correspondió a Rafael Rodríguez de Cepeda, católico, muy conservador, en un 
extremo del arco político. Una parte del integrismo y del carlismo había colaborado 
en la restauración: su jefe Alejandro Pidal y Mon participó en gobiernos de Cánovas. 
Fueron llamados «neocatólicos», mientras los carlistas los motejaban de «mestizos». 
Desde 1889 celebraron en España congresos católicos para hallar cauces de participa-
ción; a partir de 1902 se agrupan en la Liga católica, que presentaría candidaturas en 
coalición con conservadores y carlistas. El sufragio universal y la organización de los 
republicanos exigía un movimiento de masas que reuniese círculos y ateneos y sindi-
catos católicos. Rodríguez de Cepeda fue uno de sus líderes más notables en Valencia. 

Su libro de texto Elementos de derecho natural (1887) testimonia su actitud y 
convicciones, en contraste con el krausismo de Francisco Giner, que impartía la 
misma asignatura en Madrid, en el doctorado. La doctrina de Cepeda se nutre de la 
neoescolástica italiana y alemana, Taparelli o Cathrein, que significaban una vuelta 
a Santo Tomás y Suárez; también de la sociología del francés Le Play. Desde ese 
horizonte refuta todo el pensamiento moderno, de Hobbes a Rousseau, Hegel y 
Krause, Darwin, Spencer o Marx, Savigny y Ihering... No deja títere con cabeza. Un 
ejemplo puede ilustrar su postura. Dios crea el poder y lo transmite a los hombres, 
si no se produciría anarquía; la sociedad civil, directa o por mero consentimiento, 
delega en personas concretas. Entre las formas de gobierno, la monarquía es legítima 

• Placa commemorativa de 1894
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según las encíclicas; la absoluta puede desconocer los derechos de los individuos y 
comunidades, la templada o mixta peca de los defectos del parlamentarismo: los 
elegidos pueden no representar al país o no tener la capacidad necesaria, supone 
lucha de partidos... Opta por una monarquía representativa con participación de sus 
«fuerzas vivas y organismos vitales...», de tinte corporativo. La aristocracia puede ser 
antigua o de la clase militar, o moderna de los capitalistas. Y se muestra contrario a 
la democracia y al sufragio universal, porque «confía los negocios más importantes 
y delicados a una muchedumbre ignorante e incapaz de comprender asuntos tan 
complejos». El escritor y periodista Teodoro Llorente lo admiraba, porque «llenaba 
los cerebros de la juventud de doctrina sana». 

Entre ambas posturas se encuentran los demás catedráticos –aunque hay algún 
carlista, como Barrio Mier en historia–. La cátedra de derecho político y administrativo 
fue desempeñada por Vicente Santamaría de Paredes, Eduardo Soler Pérez y Rafael 
de Olóriz. Santamaría, liberal, estuvo en Valencia unos años, en buena relación con 
Pérez Pujol y activo en el Ateneo científico, institución –semejante al de Madrid– 
desaparecida, y por desgracia poco investigada. Luego se fue a la central y brilló en 
su bufete de abogado. Redactó la ley de los tribunales contencioso-administrativos, y 
logró una carrera política fulgurante hasta la presidencia de gobierno en 1905. Posee el 
perfil usual de los catedráticos de derecho, gran jurista y abogado, académico, político 
liberal... Alberto Insúa, que asistió a sus clases y a quien dio matrícula de honor, lo 
recuerda años después: 

• Santamaría de Paredes, Derecho político, 
1880-1881
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Era un señor más bien bajito, ni delgado ni grueso, con su barba correspondiente, pues ¿qué 
hombre de pro, no siendo torero, comediante o sacerdote, no la llevaba entonces? No sabría 
decir si en aquella fecha ya había sido nombrado Santa María de Paredes profesor del Rey. 
Es posible, porque Don Alfonso XIII iba a cumplir dieciséis años, a ceñir la corona y jurar la 
Constitución, y parece lógico que alguien le instruyera en conocimiento de su autoridad, de 
sus prerrogativas y sus limitaciones y de las leyes españolas, llamado él, en primer término, 
a simbolizar y respetar... Sí, probablemente, ya era el admirable don Vicente el profesor de 
Derecho del Rey, por donde venía Don Alfonso XIII a ser «mi condiscípulo a distancia».

Su manual de derecho político lograría nu-
merosas ediciones. La ciencia jurídica consideraba 
entonces que debía hacer un triple planteamiento: 
racional o filosófico –sus principios, las reglas ge-
nerales–, histórico y, por último, un tercer plano 
positivista, las leyes en vigor; incluso completaba 
con legislación comparada de otros países. De ahí 
que lo titule Curso de derecho político, según la filoso-
fía política moderna, la historia general de España y la 
legislación vigente (1882). Empieza por los princi-
pios generales de la filosofía política, la naturaleza 
y organización del estado, su vida política normal 
y anormal, y después expone una larga historia de 
siglos sobre el poder en España, hasta la vigente 
constitución del 76, que examina con mayor deten-
ción. En cambio, en su manual de derecho admi-
nistrativo Curso de derecho administrativo, según los 

principios generales y la legislación actual de España (1885) ordena con claridad y buen 
sentido y doctrina la amplia y enrevesada masa de sus normas.

Los otros dos catedráticos de político son menos brillantes. El manual de Rafael 
Olóriz, Estudios de derecho político (1897) es más reducido, incompleto, y alcanza pocas 
ediciones. Presenta un planteamiento general de conceptos. Aborda, more krausista, la 
noción del derecho y del derecho político, cuyo objeto es la existencia y vida del esta-
do, sus fines y poder, la soberanía y las principales doctrinas, los partidos... Eduardo 
Soler, catedrático de disciplina eclesiástica, había cambiado a esta materia, un tanto 
lejana. Publica muchos trabajos, variados. Colaboró con Giner en unas lecciones de 
psicología, editó apuntes y el consabido discurso de apertura sobre las relaciones 
entre iglesia y estado; sobre todo artículos en el Boletín de la Institución libre y varios 
publicaciones sobre excursiones y viajes... Azorín en su libro Valencia evoca su figura:

Hombre alto, desgarbado. Camina ladeándose a un lado y a otro, y campaneando la 
cabeza. Cabeza expresiva: dientes helgados, barba rojiza rala y ojos azules. Ha salido del 
bosque y ha llegado a la universidad para dar, por capricho, una clase de derecho político 
... Era buen profesor, sin duda, con lecciones vivas y no cristalizadas en esquemas. Atendía 
bien a la realidad social, las luchas, asambleas y dictadores o plebes enfurecidas. Encar-
gaba trabajos a alumnos, que después se discutían en el aula, los llevaba a excursiones, 
tan caras a Giner y la Institución. Él, por su lado, era gran amante de la naturaleza, como 
demuestran muchas de sus obras escritas. 
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El derecho civil, centro del derecho privado, ocupa lugar destacado en la carrera 
–en tres cursos–. En Valencia hubo dos cátedras. De las explicaciones de Pérez Pujol 
se conservan apuntes manuscritos. Vicente Calabuig y Carrá publicó tardíamente, en 
1912, sus Estudios sobre el derecho civil español, de tendencia conservadora, que es solo 
una introducción a la materia, basada en Savigny, aunque ha bebido de fuentes in-
termedias. Savigny y la pandectística apelaban a la historia y al derecho romano para 
elaborar la nueva dogmática jurídica.

El derecho mercantil lo explicaron sucesivamente Llopis Domínguez y Salvador 
Salom Puig. Éste estudió en el seminario, después en la facultad, donde se quedó y 
recorrió todas las categorías del profesorado desde auxiliar a catedrático. Utilizó el 
manual, que sin duda había estudiado, de Salvador del Viso, que adaptó en 1886 al 
nuevo código de comercio, prolongando su presencia en las aulas. Eran años en que 
estaba cambiando la asignatura, pero la renovación –con amplia atención a la histo-
ria– no llegó a Valencia hasta fin de siglo, con Adolfo Bonilla San Martín.

En derecho penal estuvo la cátedra vacante y pasó fugazmente Mirasol, un polí-
tico y abogado granadino que pronto volvió a su tierra. En aquel momento Dorado 
Montero importaba desde su cátedra de Salamanca el nuevo positivismo de Lombroso 
y Garofalo. Valencia hubo de esperar unos años... Mientras en procesal domina Vi-
cente Gadea Orozco, dos veces rector, que llena el periodo de principio a fin; en 1886 
su hermano José María logra una segunda cátedra. Ambos ejercen en su espléndido 
despacho, situado en la calle de Embajador Vich y luego en Comedias. 

En derecho canónico estuvo Tarrasa Romans un par de años, que pronto pasó a 
derecho romano. Luego, llega Juan Juseu Castanera que había estudiado antes teología 
por lo que imparte clases antes de ser doctor en derecho. Sus Instituciones de derecho 
canónico general y particular de España (2 tomos, 1878) lograron varias ediciones. Tam-
bién Soler Pérez explicó esta materia. Como se ve en este periodo la carrera todavía no 
está delimitada en cuanto a las disciplinas de los profesores, que pueden permutar o 
cambiar con facilidad de cátedra. 

Merece destacarse en economía política y estadística a Antonio Rodríguez de 
Cepeda –padre del profesor de filosofía Rafael– que estuvo largos años en la cátedra, 
desde 1856 hasta 1894. En este año se jubila y le sucede José María Olózaga Bus-
tamante, notable economista que de inmediato pasa a la central –después vendría 
Melchor Salvá Hormaechea–. Por último, en derecho internacional enseñó Aniceto 
Sela Sampil desde 1888 hasta 1891, hombre valioso que pronto se volvería a Ovie-
do; fue sustituido por Luis Gestoso Acosta, autor de manuales, como casi todos. Los 
catedráticos solían desplazarse de una universidad a otra, unos para volver a su tierra 
de origen, mientras otros anhelaban alcanzar la central, donde encontraban mejores 
oportunidades a la sombra del poder... 

En general derecho era una facultad conservadora, que procuraba exponer el orden 
establecido por la restauración. La mayoría de los profesores se dedican al ejercicio 
profesional, que les proporciona poder económico y prestigio. Antonio Rodríguez de 
Cepeda o Vicente Gadea ocuparon altos puestos en el colegio de abogados. También 
solían optar a otros cargos relacionados con su carrera jurídica, en la administración 
y la política –senadores elegidos por su universidad–. El poder político y social, el 
dinero y el prestigio van unidos a una misma persona. 
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Los catedráticos de derecho de esta época publican libros de texto, para completar 
su sueldo. Y la cima de su saber –salvo excepciones– es el discurso de apertura en el 
paraninfo, entre togas, mucetas y protocolo, o alguna conferencia en las academias 
y ateneos, en donde se lucen los políticos: en Madrid Cánovas o el catedrático Se-
gismundo Moret, en Valencia Santamaría de Paredes –Pérez Pujol en la sociedad de 
amigos del país–. 

Con todo, las publicaciones de algunos profesores, con vocación intelectual y 
dedicación a su tarea, alcanzaron en estos años cierta altura. Las universidades están 
iniciando un despegue, que culminó en el primer tercio de siglo pasado –la guerra civil 
y el régimen de Franco, la depuración y el exilio las hundieron–. En la junta de facultad 
de 1 de mayo de 1878 se decide adquirir libros modernos relativos a la enseñanza y 
suscripción a revistas nacionales y extranjeras, para empezar a formar la biblioteca de 
ciencias sociales y jurídicas. El artículo 45 de la instrucción de 15 de agosto de 1877 
facultaba a disponer de una parte de los derechos académicos, 1.500 pesetas, para 
material científico. El 4 de mayo de 1881 se acuerda gastar en libros la cantidad de 
3.820 pesetas, en dos armarios librerías 500 pesetas y el resto, 236,20, en encuader-
naciones; de nuevo, el 20 de febrero de 1883, se aprueban compras por valor de 625 
pesetas. Se situó la biblioteca en la sala de juntas de la facultad, en la planta baja del 
viejo edificio de la calle de la Nave, junto a la secretaría, aparte las aulas, la capilla y 
el paraninfo. En el piso superior estaba la biblioteca universitaria –creada a fines del 
xviii–, el rectorado y las facultades de ciencias y filosofía y letras –medicina estaba en 
el viejo hospital de la calle Guillem de Castro–. La formación de una biblioteca de la 
facultad fue un indudable avance, hasta entonces los profesores solo contaban con sus 
propios libros –la biblioteca de la universidad, con fondos antiguos, mal dotada, no 
atendía sus necesidades–. Algunos profesores reunieron numerosos libros que al morir 
legaron a la facultad: Pérez Pujol, Eduardo Soler, Olóriz, Salom Puig... También los 
Rodríguez de Cepeda poseían una buena biblioteca, hoy desaparecida. La facultad de 
medicina, gracias a la generosidad de varios donantes, había logrado ya valiosos fondos.

• Casa de Pérez Pujol en la calle Eixarchs de Valencia
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El desastre del 98

La pérdida de Cuba, Puerto Rico 
y Filipinas produjo gran impacto 
social y en las universidades... Gi-
ner de los Ríos diría que la derrota 
no había hecho más que mostrar 
nuestra penosa realidad «a los más 
cortos de vista» – evidencia las mi-
serias de la restauración–. Baroja, 
años después, rememora aquellos 
momentos. Durante la guerra todo 
fue patriotismo en la prensa y la po-
lítica; días antes de la destrucción 
de la flota, se encontró con Lucas 
Mallada, quien le auguró el desastre 
por la proporción y calidad de los 
barcos españoles y norteamericanos 
–el almirante Cervera sabía que la 
escuadra estaba perdida–. Luego a 
gran parte de la sociedad le convino 
insinuar que la marina no se había 
batido con denuedo. «El gobier-
no –escribe el vasco– que, como la 
mayoría de los gobiernos, no tenía 
idea del país, creía que al saber la 
derrota, los españoles iban a hacer 
la revolución, y no pasó nada. Al saber la noticia en Madrid, la gente fue a los toros 
y al teatro, tranquila, sin hacer, no ya protestas, ni siquiera comentarios. Entonces 
fue cuando dijo Silvela que España no tenía pulso».

Por aquellos años se publicaron diversos libros sobre la regeneración de España, 
diagnosticando sus males y con recetas para su salvación. El más notable regenera-
cionista fue Joaquín Costa, con su lema «escuela y despensa», renuncia a la política 
bélica, que simbolizaba en el Cid: «doble llave al sepulcro del Cid». Encabezó el movi-
miento de productores desde la asamblea de Zaragoza de 1899. En sus publicaciones 
y discursos denunció la corrupción, la oligarquía y el caciquismo en las elecciones; 
propuso una política hidráulica –construcción de pantanos–, de ferrocarriles, la defen-
sa de los maestros para erradicar el analfabetismo... Las universidades le interesaron 
menos, bastarían unas pocas: «Menos universidades y más sabios». Hay que apoyar a 
grandes individualidades científicas para que formen parte del movimiento intelec-
tual europeo y participen en el avance de las ciencias. A este fin, y para terminar con 
el proletariado de levita, eran suficientes dos o tres universidades concentrando en 
ellas todos los profesores útiles. También algunos colegios, al estilo de Bolonia, en 
los principales centros de Europa, para impulsar la investigación, la administración 
pública, el periodismo...

• Joaquín Costa
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Ricardo Macías Picavea en su libro El problema nacional (1899) arremetía contra 
las universidades. Le parece excesivo que sean diez y deplora su estado:

Como el Instituto, la Universidad es una cosa muerta por dentro. Idéntico régimen, igual 
falta de contenido, carencia parecida de toda misión educadora y docente, el mismo 
absoluto defecto de material didáctico, la propia ausencia de un cuerpo vivo y un alma 
autónoma, formados en el inalienable molde de su fin, vocación y destino: una oficina más 
que planea a su antojo el ministro del ramo con los 300 llamados catedráticos a quienes 
el estado paga un sueldo tasado, como a otro oficinista cualquiera, para que le representen 
la comedia universitaria a la medida.

La enseñanza es libresca, sin práctica ni experimentación en laboratorio, sin crítica 
de fuentes; no hay interés por cómo se hace ciencia: «eso no se enseña en España...» 
Los estudiantes viven fuera de sus casas, sin disciplina ni vida corporativa, disipados, 
holgazanes, amadores del escándalo y frecuentadores de garitos. Con huelgas y vaca-
ciones continuas... Los profesores dejan un momento la clínica o el bufete y explican 
la materia a un grupo numeroso, aburrido, indiferente; por la tarde al paseo... Y 
después, antes de los exámenes todo se remedia con un manual y el programa de la 
asignatura. Los manuales, salvo excepciones, reflejan el nivel existente: «Doctrinas 
arqueológicas, teorizaciones de invención arbitraria, errores increíbles, ignorancias 
inexplicables, lenguaje sin arte, y aun sin gramática...». Debían reducirse las universi-
dades a cuatro, todas completas, con doctorado; laboratorios, museos y bibliotecas, 
ejercicio constante de los alumnos. Disciplina sobre la vida escolar, vigilancia de 
hospedajes, corporaciones de estudiantes para el estudio y el trabajo, excursiones, 
juegos, deportes, locales adecuados... 

• Orla de 1879-1880
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Los universitarios colaboraron en la crítica regeneracionista con una afirmación 
esperanzada. Rafael Altamira en el discurso inaugural de Oviedo, de octubre de 1898, 
se preguntaba: ¿Qué puede hacer la universidad en estos momentos? Debe reivindicar 
la historia para devolver al pueblo español su fe... Los pueblos se rigen por el juicio 
que tienen de sí, deben combatir el pesimismo y el desaliento. Hemos de salvar 
cuanto de positivo hay en nuestro pasado, pero se impone la apertura hacia Europa, 
conservando el estilo propio, nuestra propia psicología. La universidad debe procurar 
el conocimiento de nuestros clásicos, en el doctorado o mediante colecciones de divul-
gación; debe aumentar la cultura mediante la extensión universitaria entre las clases 
obreras. Se necesita más dinero... Es preciso enviar a profesores y alumnos a estudiar 
en el extranjero, una vez formados en España y aprendido el idioma, mejor que traer 
profesores de fuera. Para subir la moral, se combatirá el desaliento originado por «el 
terrible desastre que hemos sufrido»; cada individuo ha de esforzarse, en especial los 
intelectuales de una nación atrasada y víctima de la abulia. La regeneración ha de 
venir de una minoría que arrastre a la masa y la eduque, la universidad debe elevar 
el sentimiento patriótico, depurado de exageraciones. Hay estudios que indican ya 
recuperación: Costa y el derecho consuetudinario, Hinojosa en derecho romano o Az-
cárate en historia de la propiedad. En América, los nuevos estados aspiran a ponerse al 
día en enseñanza e investigación, España por la identidad de lengua puede ayudarles, 
como se ha hecho desde el 92, con los congresos del centenario o por las academias 
correspondientes de la lengua y de legislación y jurisprudencia, con la validación de 
títulos o mediante la unión geográfica que entonces se proyectó. Hay que mejorar la 
distancia que se advierte aún en las relaciones con América, hay que organizar la co-
municación atrayendo estudiantes americanos y organizando congresos y conferencias 
al otro lado del Atlántico. En 1910 viajaría por numerosos países de la América latina, 
estrechando contactos y relaciones; en México asistió a la apertura de la universidad 
nacional, siendo distinguido con el doctorado honoris causa.

Por su parte Miguel de Unamuno publicó ocho artículos en la Revista nueva, que 
reunió en libro aparte, De la enseñanza superior en España (1899). Si queremos que 
España subsista como pueblo vivo, hemos de hacer patria, lo que exige un ideal de 
vida, una misión que cumplir.... La vida se manifiesta en una fe, cualquiera que sea 
lo que crea. El oficio de la universidad es hacer patria, pero no en el ejército ni en 
la bandera; no hay que morir por la patria, sino vivir por ella, enseñar el heroísmo 
del trabajo y el culto a la verdad. Su crítica de la universidad –«templo de rutina y de 
ramplonería»– es certera, con afirmaciones paradójicas, contra la especialización o la 
práctica, contra la autonomía... 

Por iniciativa del rector Ferrer Julve, la facultad de derecho de Valencia en junta 
de 10 de mayo de 1899 propuso ya algunas reformas. Presidida por el decano Eduardo 
Soler, encargó a Rafael de Olóriz un informe, presentado y debatido en varias juntas 
de noviembre. Trataba de cuestiones de docencia, colaboración de los alumnos en 
el trabajo científico, en lugar de academias laboratorios, mejora de la biblioteca es-
pecializada, coordinación de programas, exámenes de libres y oficiales... Sobre este 
dictamen y las votaciones en junta, Eduardo Soler redactó unas bases que sometió 
a los profesores y se enviaron a Madrid. Eran más ambiciosas, ya que planeaban 
una nueva estructura de la universidad: tendrían personalidad jurídica, conforme al 
código civil. El claustro ordinario formaría el presupuesto a propuesta del consejo 
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universitario o junta de gobierno, administraría y dispondría de sus bienes y daría 
cuenta a Madrid –las facultades tendrían sendos presupuestos–. Aparte insistía en la 
creación de bibliotecas bien dotadas en las facultades, en que los alumnos participaran 
en el trabajo científico, sin que predomine la memoria ni la oratoria, los auxiliares 
serían nombrados por la facultad... Defendía mayor libertad de cátedra, no serían 
obligatorias las órdenes que limiten los derechos reconocidos en el título primero 
de la constitución –los derechos y libertades fundamentales–. Las juntas de facultad 
podrían censurar y juzgar a sus miembros, cuando su conducta, no procediendo un 
expediente administrativo, les haga indignos de convivir con sus compañeros. En 
todo caso no se censurarán convicciones o ideas científicas, religiosas o políticas. 
También podrían los profesores borrar de la lista a los alumnos que faltaban un de-
terminado número de veces y se trasferiría a los decanos y juntas las facultades que 
en esta materia tenían los rectores y consejos universitarios. 

En contraste con el despertar universitario los viejos políticos en principio no ac-
tuaron. Con el gobierno de Sagasta –que firmó la paz– volvió Gamazo al ministerio de 
fomento, pronto sustituido por Pidal y Mon, en el gabinete de Francisco Silvela. Ambos 
se limitaron a los retoques menores acostumbrados... La ley de presupuestos de 1900 
creó el ministerio de instrucción pública y bellas artes; su titular, Antonio García Alix, 
organizó el ministerio y el consejo de instrucción pública, precisó las funciones de los 

• Alumnos de la promoción de 1892 celebrando su veinticinco aniversario
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rectores; empezó a transferir el pago de los 
maestros al poder central, redactó nuevos 
planes, legisló sobre exámenes y grados, 
oposiciones... Reguló la libertad de cáte-
dra: los programas serían aprobados por la 
junta de facultad, mientras en la aceptación 
de manuales por el consejo de instrucción 
solo se atendería a su valor didáctico; el 
consejo redactaría además unos cuestio-
narios de cada asignatura, para precisar sus 
contenidos, que no se llegaron a publicar...

García Alix preparó un limitado pro-
yecto de autonomía de las universidades 
que envió a los claustros, y, previa consulta 
del consejo de instrucción pública, se de-
batió en las cortes. Al cambiar el gobierno 
–de nuevo Sagasta– le sucedió en el mi-
nisterio Romanones, quien lo hizo suyo; 
pero el proyecto no se llegó a aprobar: 
Unamuno pensaba que el ministro liberal 
no lo apoyó suficientemente... García Alix 
proclamaba en la exposición de motivos 
que el modelo de Moyano estaba muerto: 
las universidades estaban sometidas a «un 
régimen centralizador que ha convertido 
la enseñanza en mero servicio administra-
tivo, en función burocrática, pendientes 
en todo momento y ocasión del impulso 
que reciba de los poderes públicos...». De 
momento proponía mínimos, que podrían 
incrementarse en el futuro. Un simulacro 

de autonomía –en España el poder no la ha aceptado nunca, aunque la proclame–. 
Las universidades, como «escuelas profesionales, centros pedagógicos y de alta 

cultura» –según el artículo primero– tendrían personalidad jurídica, conforme al có-
digo civil, pueden ejercitar derechos y asumir obligaciones... En la estructura adminis-
trativa los rectores seguirían siendo delegados del ministerio; como jefes del distrito 
universitario decidirían en todos los niveles de enseñanza, con ayuda de un consejo de 
autoridades formado por el vicerrector, los directores de las normales e institutos, de 
escuelas especiales. Mientras en la universidad son asesorados por el consejo universita-
rio, con los decanos, el senador de la universidad, dos doctores elegidos por el claustro 
extraordinario y dos alumnos, nombrados por el rector a propuesta de los decanos. En 
cambio apenas concedía fuerza al claustro ordinario de catedráticos para designar al 
rector: si los claustrales votaban por unanimidad a un candidato –caso poco probable–, 
sería designado por el real decreto; si no, se votaría con dos nombres por papeleta y se 
elevaría una terna de los más votados al gobierno. No sería reelegible, tras su rectorado 
de cinco años, salvo que consiguiese cuatro quintos de los votos. Descartada la propues-

• Rafael de Olóriz
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ta unánime, el ministro gozaba de la posibilidad de elegir a sus más cercanos, ya que 
en la terna figurarían las minorías; en todo caso, se reservaba el derecho a suspender 
al rector y nombrarlo libremente, y a separarlo de su cargo mediante expediente. Los 
decanos se elegirían por las juntas –ya en la vigente ley Moyano–.

El claustro ordinario dictaba reglas para el funcionamiento del consejo universi-
tario, nombraba al secretario general, proponía supresión o acumulación de cátedras, 
profesores extraordinarios limitadamente, consultaba al ministerio, aprobaba la me-
moria anual, pero no los presupuestos... Por su lado, las juntas de facultad designa-
ban el personal docente auxiliar. Pero casi todo esto ya estaba vigente... El claustro 
extraordinario de todos los doctores ya existía, nombraba un senador conforme a la 
constitución de 1876 y la ley electoral. Ahora, en el proyecto, se quería restringir el 
peso de los doctores no catedráticos...

Los planes, la selección del profesorado y la financiación –esenciales para la auto-
nomía– quedaban por entero en manos del gobierno. Los gastos en personal, los más 
elevados se pagaban por el ministerio, mientras los presupuestos de las universidades 
y facultades –que debía aprobar el ministerio– se nutrirían de subvenciones públicas, 
donaciones, herencias y legados de particulares y el seis por ciento de matrícula – y las 
tasas por prácticas–; también «los productos de las publicaciones de la universidad y 
el de la venta del material inútil para la misma» –curiosa equiparación burocrática–. 

Sin embargo, la sensibilidad despertada en los profesores continuó en años 
siguientes. En 1902, con ocasión del cuarto centenario de la fundación de la universi-
dad de Valencia, se reunió la primera asamblea de profesores, que pedían soluciones, 
autonomía... Giner de los Ríos recibió un premio en el concurso celebrado entonces 
por su lúcido análisis de la universidad española. En 1905 se congregaron en Barcelo-
na –Santamaría de Paredes, entonces ministro, reiteró el proyecto de García Alix, pero 
sin resultado–. En 1915 la asamblea se reunió en Madrid... Aunque los políticos de 
turno no fueron capaces de realizar el cambio deseado, a partir de 1907, la creación 
de la junta para ampliación de estudios por el ministro Amalio Jimeno, sus pensiones 
y sus institutos, mejoraron el horizonte de la investigación –el ministro César Silió 
fracasó en otro intento de autonomía en 1921–. Luego, vino la dictadura de Primo de 
Rivera, la república y la guerra, la segunda dictadura... Tiempos difíciles que arrasa-
ron los logros alcanzados. La circunstancia política cortó la tendencia ascendente de 
las universidades –hoy vemos que se está produciendo otra sajadura: a los políticos 
españoles les interesa poco la universidad–. 
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